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Expediente 66170-31-03-001-2002-00326-01





Se resuelve el recurso de APELACION interpuesto por la parte demandante contra el auto del diecisiete de abril del presente año proferido por el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS, RISARALDA, en este proceso EJECUTIVO promovido por BANCOLOMBIA S.A. en contra de JOSE HERNANDO HERNANDEZ HERRERA.




I. ANTECEDENTES:
En el despacho judicial citado cursa el proceso ejecutivo donde están enfrentadas las partes arriba mencionadas. El juicio se tramitó sin que el ejecutado, luego de su notificación, propusiera excepciones. Este hecho dio lugar a dictar sentencia con base en el artículo 507 del C. de P. Civil, a liquidar las costas y el crédito, las cuales se encuentran en firme. 
Con posterioridad, el juzgado de la causa mediante auto del veintidós de septiembre del año anterior procedió, con fundamento en la ley 1194 de 2008, a requerir a la parte demandante para que allegara certificado del estado actual del proceso EJECUTIVO iniciado a instancia del BANCO DE OCCIDENTE en contra de JOSE HERNANDO HERNANDEZ HERRERA que se tramitaba ante el JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL de Dosquebradas, en virtud al embargo de remanentes que había surtido efectos en aquél. 
Sin que el Despacho se percatara de la petición que había realizado el apoderado de la parte actora, en el sentido de oficiar al juzgado SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL de Dosquebradas
 y sin que éste advirtiera, igualmente, que el proceso ya había culminado
, con el proveído atacado, decretó el desistimiento tácito, ordenó la terminación del proceso, condenó en costas a la parte demandante y el archivo del mismo. 
Lo así decidido fue recurrido oportunamente en apelación por la parte ejecutante que, en escrito presentado en esta instancia, manifiesta, en resumen, que se cometieron tres errores al emitir la providencia: el primero, al adjudicarle una carga procesal inexistente a la parte demandante; el segundo, que en aplicación de los artículos 543, 111 y 132 del C.P.C. esa obligación le correspondía al juzgado del conocimiento, enviando un oficio al estrado judicial en donde habían surtido los remanentes y, el tercero, que se está dejando sin efectos una sentencia que se encuentra debidamente ejecutoriada y que hace tránsito a cosa juzgada.  




Argumenta también en su favor que el certificado que había pedido el juzgado ya constaba en el expediente, según se observa a folio 43 del cuaderno dos, pues el proceso donde surtió el embargo de remanentes, terminó por pago total de la obligación. 
Aquí la alzada ha sido tramitada en forma legal y para resolver lo pertinente se expresan las siguientes,





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA :





La apelación es procedente de conformidad con los artículos 351-7 del Código de Procedimiento Civil.

El asunto se contrae a establecer si el desistimiento tácito que decretó el juez a-quo y la consecuente terminación del proceso con fundamento en la ley 1194 de 2008 era procedente, o si no lo era, como lo alega la parte demandante.

“El desistimiento tácito es una forma anormal de terminación del proceso, que se sigue como consecuencia jurídica del incumplimiento de una carga procesal a cargo de la parte que promovió un trámite, y de la cual depende la continuación del proceso, pero no la cumple en un determinado lapso, con la cual se busca sancionar no sólo la desidia sino también el abuso de los derechos procesales
”. 
“La ley 1194 de 2008 le da competencias al juez para declarar el desistimiento tácito, sólo si (i) la carga es impuesta a la parte procesal que promovió el trámite –incidental, por ejemplo-, y por tanto no opera si la actividad está a cargo del juez o de la contraparte; y (ii) si el cumplimiento de esa carga es indispensable para proseguir con el trámite; es decir, si el juez, en ejercicio de sus poderes ordinarios no puede garantizar la prosecución del trámite
”. 
 
Veamos entonces, si la actuación que le quiso imponer el juez a-quo a la parte actora efectivamente le correspondía, y si el cumplimiento de esa carga era indispensable para continuar con el trámite del juicio, a fin de cumplir con los lineamientos jurisprudenciales. 




En relación con lo primero, en el auto calendado veintidós de septiembre del dos mil ocho, se requirió a la parte ejecutante para que allegara certificado del estado actual del proceso EJECUTIVO iniciado a instancia del BANCO DE OCCIDENTE en contra de JOSE HERNANDO HERNANDEZ HERRERA que se tramitaba ante el JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL de Dosquebradas, en virtud al embargo de remanentes que había surtido efectos
. 
Frente a esto, el abogado de la parte actora anexó un escrito pidiendo que se oficiara al mencionado Despacho judicial para que diera la información que se le pedía y el juez no se pronunció.




Pues bien, de un lado, esa obligación no era competencia del demandante porque, como se expresó ante esta Corporación, y de conformidad con lo establecido en los incisos cuarto y quinto del artículo 543 del Estatuto Procesal Civil, una vez se cancelara el crédito y las costas luego del remate o, en su defecto, cuando terminara el proceso que se tramitaba ante dicho Despacho por desistimiento o transacción, o si después de hecho el pago a los acreedores hubiere bienes sobrantes, era el juez de allí al que le correspondía dejar a disposición del Despacho solicitante, el remanente del producto de los bienes o el embargo de los que se hubiesen levantado; y del otro, no había lugar a requerimiento en ese sentido porque, efectivamente, el juicio que allí se tramitaba había culminado y dejado a disposición el embargo de remanentes de un proceso que se tramita ante el JUZGADO SEPTIMO CIVIL MUNICIPAL de Pereira, en donde el demandante es el BANCO DE BOGOTA
. No había, en consecuencia, lugar a amonestación alguna porque esa información ya reposaba en el expediente. 
Además de esos remanentes, se habían dejado otros dentro de un proceso que cursa ante el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO en donde funge como demandante el BANCO SANTANDER y demandados, entre otros, el señor JOSE HERNANDO HERNANDEZ HERRERA y del cual ya se había dejado a su disposición una suma de dinero que fue retirada por la parte actora
. 
Ahora bien, si en gracia de discusión había lugar a requerimiento y el Despacho a su juicio lo consideraba pertinente, éste lo debió hacer –no el ejecutante, se insiste- pero no frente al SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS, sino ante el SEPTIMO de la misma categoría y al PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO, ambos en la ciudad de Pereira, que fueron los Despachos de donde quedaron remanentes para este proceso como atrás se destacó.   
Pasando al segundo requisito que consagra la jurisprudencia para poder el juez decretar el desistimiento tácito, es decir, si era indispensable que se evacuara dicho trámite para continuar con el proceso, la Sala considera que no reviste tal categoría, pues como se explicó ya en el expediente se profirió la sentencia, se liquidaron las costas y el crédito, y lo único que se espera es que los juzgados ya nombrados dejen a disposición del juzgado que embargó los remanentes, los bienes sobre los cuales levanten las medidas o el producto de los mismos, luego de la terminación del proceso, de su desistimiento, de su transacción, del pago a los acreedores o del remate. 
Lo expuesto permite concluir que no se reunían los requisitos para decretar el desistimiento tácito en la forma como lo hizo el juez de instancia; se revocará, por tanto, el auto apelado. No habrá lugar a costas (artículo 393-5 del C. de P. Civil). 





En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial, Sala de Decisión Civil-Familia,





R E S U E L V E:

1o.) SE REVOCA el auto del diecisiete de abril último, proferido por el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS, RISARALDA, en este proceso EJECUTIVO promovido por BANCOLOMBIA S.A. en contra de JOSE HERNANDO HERNANDEZ HERRERA.




2o.) Sin costas en esta instancia (artículo 392-5 del C. de P. Civil).





NOTIFIQUESE:





Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno          

Jaime Alberto Saraza Naranjo
  Fernán Camilo Valencia López
� Folio 43 del cuaderno principal. 


� Folio 43 del cuaderno de medidas cautelares.


� Corte Constitucional, Sentencia C-1186 del 2008. M.P. MANUEL JOSE CEPEDA ESPINOSA. 


� Ibídem.


� Folio 42 del cuaderno principal. 


� Folio 43 del cuaderno de medidas cautelares. 


� Ver folios 46, 47, 49, 51 y 53 del cuaderno de medidas cautelares. 
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